
 

 

Bogotá, D. C., 3 de junio de 2026 
 
Ministra 
Helga María Rivas Ardila 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
correspondencia@minvivienda.gov.co 
Ciudad 

Asunto:  Comentarios al proyecto de decreto «Por medio del cual se adiciona una 
subsección a la Sección 2 del Capítulo 1 del Título 2, de la parte 2 del Libro 2 
del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 del Sector Vivienda, Ciudad y 
Territorio, en lo relacionado con los Esquemas de Ordenamiento Territorial». 

Respetada Doctora Helga: 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en 
representación de las ciudades capitales de departamento del país, y en ejercicio de la 
facultad de participación ciudadana en la expedición de actos administrativos de carácter 
general prevista en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015 y en el numeral 8 del 
artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, formula las siguientes observaciones técnicas y jurídicas al 
proyecto de decreto del asunto, en lo relativo a la reglamentación de los los Esquemas de 
Ordenamiento Territorial de los municipios. 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El proyecto de decreto establece para los Esquemas de Ordenamiento Territorial 
(EOT) un nivel de exigencia normativa que supera el umbral legal previsto en el 
artículo 17 de la Ley 388 de 1997.1 Al incluir como contenidos mínimos obligatorios 
del componente urbano elementos propios de instrumentos de mayor complejidad 
—zonificación por áreas de actividad, régimen integral de usos del suelo y 
parámetros como alturas máximas, índices de ocupación y construcción, retiros, 
aislamientos, áreas mínimas de lote y normas de habitabilidad—, el reglamento 
asimila el EOT al POT y al PBOT en escala reducida, desconociendo la diferenciación 
que el legislador estableció en función de la población, la escala territorial y la 
capacidad institucional del municipio. 

                                                      

1Ley 388 de 1997, artículo 17. El precepto establece de manera expresa y diferenciada los contenidos mínimos de los tres 
instrumentos de ordenamiento: el POT para municipios con más de 100.000 habitantes, el PBOT para municipios entre 
30.000 y 100.000 habitantes, y el EOT para municipios con población inferior a 30.000 habitantes. Esta gradación responde 
a criterios de escala, complejidad urbana y capacidad institucional que el legislador incorporó deliberadamente. 
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2) Las obligaciones de seguimiento y evaluación previstas en el artículo 2.2.2.1.2.6.4 —
consistentes en el uso de herramientas georreferenciadas y la actualización continua 
de indicadores— imponen cargas técnicas desproporcionadas a los municipios de 
categorías 4, 5 y 6.2 La ausencia de un esquema reglamentario explícito de asistencia 
técnica y cofinanciación, que el principio constitucional de subsidiariedad impone al 
nivel central cuando las entidades territoriales no cuentan con capacidad suficiente, 
puede convertir estas obligaciones en obstáculos estructurales para la actualización 
oportuna de los EOT.3 

3) La regulación del proceso de concertación ambiental de manera exclusiva para los 
EOT —sin armonizarla con el régimen general que la Ley 388 de 1997 establece para 
todos los instrumentos de ordenamiento territorial— genera asimetrías normativas 
carentes de sustento técnico o jurídico. 4  Esta diferenciación puede derivar en 
tratamientos desiguales entre municipios, mayor discrecionalidad de las autoridades 
ambientales en los procesos de concertación de los POT y PBOT, e inseguridad 
jurídica en el sistema de planificación territorial. 

4) La falta de un mecanismo institucional para resolver los disensos técnicos que surjan 
entre la entidad territorial y la autoridad ambiental competente en el marco de la 
concertación constituye una omisión estructural que puede generar bloqueos 
indefinidos en la adopción de los EOT, en perjuicio del ejercicio de la autonomía 
municipal en materia de planificación del suelo.5 

5) Desde la perspectiva de la técnica normativa, el proyecto reitera disposiciones ya 
vigentes en el ordenamiento jurídico y se expide en un contexto en el que el Congreso 
de la República debate la distribución de competencias entre la Nación y las 
entidades territoriales. Esta concurrencia hace conveniente que el ejercicio de la 
potestad reglamentaria se coordine con el proceso legislativo en curso, a fin de 

                                                      

2Ley 1551 de 2012, artículo 9. El legislador reconoció expresamente las limitaciones de capacidad institucional y financiera 
de los municipios con población inferior a 30.000 habitantes e impuso al nivel central la obligación de apoyar, acompañar y 
cofinanciar sus procesos de planificación territorial. Esta norma constituye una concreción legislativa del principio 
constitucional de subsidiariedad. 
3Ley 1454 de 2011 (Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial), artículo 2. El principio de subsidiariedad implica que el nivel 
central debe intervenir activamente cuando la entidad territorial carezca de la capacidad para asumir una función pública, 
brindando el apoyo y los recursos necesarios para su ejercicio efectivo. 
4Ley 388 de 1997, artículo 24. La concertación ambiental con las autoridades ambientales competentes constituye una 
etapa obligatoria y uniforme del procedimiento de adopción de todos los instrumentos de ordenamiento territorial —POT, 
PBOT y EOT—, sin distinción según el tipo de municipio o instrumento. 
5Ley 388 de 1997, artículo 10. Las determinantes de ordenamiento territorial de carácter ambiental tienen jerarquía 
superior a los contenidos del instrumento de planificación y deben ser suministradas por las autoridades ambientales de 
manera oportuna como condición para el inicio del proceso de concertación. 
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preservar la coherencia del sistema normativo y evitar contradicciones con futuras 
definiciones del legislador. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

2.1. Marco constitucional 

El ordenamiento territorial colombiano descansa sobre el principio fundamental de Estado 
unitario con autonomía de las entidades territoriales, consagrado en el artículo 1 de la 
Constitución Política de 1991.6 Este principio no es meramente declarativo: supone una 
distribución de competencias entre el nivel central y el nivel local que el poder reglamentario 
del Ejecutivo nacional no puede desconocer ni alterar unilateralmente. La tensión entre 
unidad normativa y autonomía territorial es, en sí misma, un elemento estructural del 
ordenamiento constitucional que debe resolverse en favor de la autonomía cuando no existe 
una justificación técnica o jurídica suficiente para la intervención del nivel central. 

El artículo 287 de la Constitución reconoce a las entidades territoriales el derecho a 
gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que les correspondan y 
administrar sus recursos. El artículo 288 establece que la distribución de competencias se 
regirá por los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad.7 El artículo 311, por 
su parte, asigna a los municipios la responsabilidad de ordenar el desarrollo de su propio 
territorio, facultad de naturaleza sustantiva que implica que las decisiones sobre el uso del 
suelo corresponden primariamente a la autoridad local.8 

La Corte Constitucional ha consolidado una doctrina sólida sobre los límites del poder 
reglamentario frente a la autonomía territorial. En la sentencia C-535 de 1996, reconoció al 
municipio como eje del ordenamiento territorial colombiano.9 La sentencia C-149 de 2010 
precisó que la potestad reglamentaria del Ejecutivo no puede ampliar las obligaciones de las 
entidades territoriales más allá de lo que el legislador estableció, so pena de incurrir en una 

                                                      

6Colombia, Constitución Política de 1991, artículo 1. La Constitución define a Colombia como «un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales». Este enunciado 
establece una tensión constitutiva entre unidad y autonomía que irradia todo el régimen de ordenamiento territorial. 
7Colombia, Constitución Política de 1991, artículos 287 y 288. El artículo 287 reconoce a las entidades territoriales el 
derecho a gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos y 
participar en las rentas nacionales. El artículo 288 establece que la distribución de competencias entre la Nación y las 
entidades territoriales se regirá por los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 
8Colombia, Constitución Política de 1991, artículo 311. Les corresponde a los municipios, entre otras funciones: ordenar el 
desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria y el mejoramiento social y cultural de sus habitantes. 
9Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. La Corte reconoció al 
municipio como eje del ordenamiento territorial colombiano y señaló que las decisiones sobre el uso del suelo 
corresponden, en primer lugar, a la autoridad local, sin perjuicio de las normas de superior jerarquía que deben incorporarse 
en los instrumentos de planificación. 
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extralimitación contraria a los artículos 189 y 287 de la Constitución Política. 10  Este 
precedente adquiere especial relevancia para el análisis del proyecto de decreto objeto de 
las presentes observaciones. 

2.2. Marco legal 

La Ley 388 de 1997 constituye el estatuto principal del ordenamiento territorial municipal en 
Colombia. Su artículo 17 establece de manera expresa y diferenciada los contenidos mínimos 
de los tres tipos de instrumentos: el POT para municipios con más de 100.000 habitantes, el 
PBOT para municipios entre 30.000 y 100.000 habitantes, y el EOT para municipios con 
menos de 30.000 habitantes. Esta gradación no es accidental: responde a criterios de escala, 
complejidad urbana y capacidad institucional que el legislador incorporó deliberadamente 
en el texto de la ley, y que el reglamento no puede ignorar ni subvertir. 

La Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial —Ley 1454 de 2011— desarrolla los principios 
constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, precisando que el nivel 
nacional solo puede intervenir en materias de competencia territorial cuando la entidad local 
carezca de la capacidad para asumir la respectiva función. Esta norma establece también que 
la intervención del nivel central debe ser transitoria y orientada a fortalecer, y no a sustituir, 
la capacidad de las entidades territoriales. 

La Ley 1551 de 2012 reconoce las limitaciones de capacidad institucional y financiera de los 
municipios con población inferior a 30.000 habitantes, e impone al nivel central la obligación 
de apoyar, acompañar y cofinanciar sus procesos de planificación territorial. Finalmente, la 
sentencia C-015 de 2023 reafirmó que cualquier regulación que incida en la autonomía 
territorial debe contar con respaldo legal explícito, ser proporcional a sus fines y no 
desbordar el ámbito de la ley que se pretende desarrollar.11 

3. DESARROLLO DE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO 

3.1. Observaciones de carácter general 

El sistema de ordenamiento territorial colombiano requiere avanzar hacia una mayor 
simplificación y armonización normativa que fortalezca su coherencia interna. El proyecto de 

                                                      

10Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-149 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. La Corte precisó que la 
potestad reglamentaria del Ejecutivo nacional no puede desbordar el contenido de la ley ni ampliar las obligaciones de las 
entidades territoriales más allá de lo que el legislador ha establecido; hacerlo implica una extralimitación de funciones 
contraria a los artículos 189 y 287 de la Constitución Política. 
11Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-015 de 2023. La Corte reafirmó que el principio de autonomía territorial 
impone límites a la potestad reglamentaria del Ejecutivo, exigiendo que cualquier regulación que incida en dicha autonomía 
cuente con respaldo legal explícito, sea proporcional a sus fines y no desborde el ámbito de la ley que se pretende 
desarrollar. 
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decreto analizado, si bien declara como propósito la precisión y simplificación de las reglas 
aplicables a los EOT, incurre en una tensión entre ese objetivo y el nivel de exigencia técnica 
que el articulado efectivamente impone a los municipios. 

La reiteración de reglas ya vigentes, la regulación fragmentada de procesos transversales 
como la concertación ambiental y el seguimiento y evaluación, y el tratamiento diferenciado 
de instrumentos que forman parte de un mismo sistema de planificación, pueden generar 
confusión operativa, inseguridad jurídica y cargas innecesarias para las administraciones 
municipales que formulan EOT. 

Desde una perspectiva de técnica normativa, cualquier ajuste reglamentario a los EOT 
debería contribuir a ordenar, integrar y clarificar el marco existente, evitando la proliferación 
de disposiciones parciales que fragmenten el régimen del ordenamiento territorial. La 
coherencia sistémica del conjunto normativo es, en sí misma, un valor que el reglamento 
debe preservar. 

3.2. Artículo 2.2.2.1.2.6.2 — Contenidos mínimos de diagnóstico y formulación 

La reglamentación propuesta en el artículo 2.2.2.1.2.6.2 establece contenidos mínimos para 
las etapas de diagnóstico y formulación de los EOT que, en varios aspectos, superan el umbral 
legal previsto en el artículo 17 de la Ley 388 de 1997. Si bien el proyecto incorpora los 
elementos básicos exigidos por esa disposición legal —objetivos y políticas, clasificación del 
suelo, estructura general urbana, gestión del riesgo, conservación ambiental y normas de 
urbanización—, la exigencia de un nivel de detalle normativo adicional eleva el estándar del 
EOT hacia el de un POT o PBOT en escala reducida. 

En particular, la inclusión como contenidos mínimos obligatorios del componente urbano de 
la zonificación por áreas de actividad, el régimen integral de usos del suelo y un catálogo de 
parámetros urbanísticos —alturas máximas, índices de ocupación y construcción, retiros, 
aislamientos, áreas mínimas de lote y normas mínimas de habitabilidad— constituye una 
exigencia que va más allá de lo que la Ley 388 de 1997 requiere para los EOT. Estos 
contenidos son propios de instrumentos destinados a municipios con mayor desarrollo 
urbano, mayor dinámica constructiva y mayor capacidad institucional para gestionarlos. 

Esta equiparación normativa vulnera la diferenciación que el legislador estableció en el 
artículo 17 de la Ley 388 de 1997, desconociendo que el EOT fue diseñado como un 
instrumento de menor complejidad, proporcional a las características y capacidades de los 
municipios con menos de 30.000 habitantes. Desde la perspectiva constitucional, exigir a 
estos municipios el mismo nivel de detalle técnico que se exige a los de mayor población y 
capacidad contraría los principios de subsidiariedad y coordinación consagrados en el 
artículo 288 de la Constitución Política, y la doctrina que la Corte Constitucional estableció 
en la sentencia C-149 de 2010 sobre los límites de la potestad reglamentaria frente a la 
autonomía territorial. 



6 de 10 

En consecuencia, se recomienda ajustar el articulado para que el nivel de detalle urbanístico 
sea estrictamente proporcional a la naturaleza del EOT, manteniendo como obligatorio 
únicamente lo que el artículo 17 de la Ley 388 de 1997 expresamente exige, y dejando como 
contenido opcional, gradual u orientativo aquello que corresponde a un nivel de complejidad 
propio del POT o del PBOT. Esta distinción no solo respeta el marco legal vigente, sino que 
contribuye a la eficiencia de la gestión territorial en los municipios más pequeños del país. 

3.3. Artículo 2.2.2.1.2.6.4 — Seguimiento y evaluación 

El artículo 2.2.2.1.2.6.4 establece que el seguimiento y evaluación de los EOT se realizará 
mediante los indicadores definidos por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT), 
y que los municipios promoverán el uso de herramientas georreferenciadas y la actualización 
continua de los resultados de dichos indicadores. 

Si bien la consolidación de un sistema de seguimiento y evaluación es deseable desde la 
perspectiva de la planificación territorial, la formulación de esta disposición presenta dos 
problemas estructurales que merecen atención. En primer lugar, la exigencia de 
herramientas georreferenciadas y la actualización continua de indicadores constituyen 
obligaciones técnicas que desbordan la capacidad operativa y financiera de la mayoría de los 
municipios que formulan EOT —aquellos con menos de 30.000 habitantes, clasificados en 
las categorías 4, 5 y 6 del escalafón municipal. Para estas entidades, la implementación de 
estas herramientas implica inversiones en infraestructura tecnológica, personal 
especializado y actualización permanente de datos que no están al alcance de sus 
presupuestos ni de sus estructuras administrativas. 

En segundo lugar, el artículo no establece un esquema de acompañamiento, asistencia 
técnica y cofinanciación del nivel central que permita a estos municipios avanzar en la 
formulación de los estudios básicos de riesgo. Esto permitirá acelerar la actualización de los 
EOT en los municipios que presentan rezagos, reconociendo que desarrollar estos estudios 
desde cero implica altas inversiones y contrataciones de gran complejidad técnica que 
desbordan las capacidades de las entidades de categorías 4, 5 y 6. Esta omisión es relevante 
no solo desde la perspectiva de la eficiencia de la gestión del riesgo de desastres, sino desde 
el principio constitucional de subsidiariedad, que impone al nivel central el deber de 
intervenir activamente cuando las entidades territoriales no cuentan con la capacidad 
suficiente para asumir una función pública. Imponer obligaciones sin dotar de los medios 
para cumplirlas es una forma de autonomía nominal que vacía de contenido la 
descentralización real. 

De manera similar, la imposición de estándares técnicos como el modelo LADM_COL_POT 
para la elaboración de cartografía, aunque deseable en el mediano plazo por razones de 
interoperabilidad e integración de sistemas de información territorial, constituye una carga 
adicional no prevista en el artículo 17 de la Ley 388 de 1997 y que, de exigirse con carácter 
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inmediato, puede convertirse en un obstáculo para la actualización oportuna de los EOT en 
los municipios con mayores rezagos. 

Se recomienda incorporar en el articulado un parágrafo que establezca expresamente: (i) un 
esquema de acompañamiento técnico y cofinanciación del nivel central para la 
implementación de los instrumentos de seguimiento y evaluación; (ii) una ruta de 
implementación gradual, diferenciada según la categoría municipal; y (iii) un paquete mínimo 
de indicadores y herramientas de medición proporcional a las capacidades de los municipios 
EOT, de manera que el sistema de seguimiento sea viable, y no meramente declarativo. 

3.4. Artículo 2.2.2.1.2.6.9 — Lineamientos para el proceso de concertación ambiental 

3.4.1. Redistribución de obligaciones entre la entidad territorial y la autoridad ambiental 

El literal c) del numeral 1 del artículo 2.2.2.1.2.6.9 establece como obligación de la entidad 
territorial el hecho de «recibir, promover y gestionar espacios de asistencia técnica con las 
autoridades ambientales competentes, garantizando un diálogo armónico e institucional y el 
uso oportuno de los mecanismos de asistencia y acompañamiento técnico disponibles». 

Esta formulación es problemática desde la perspectiva de la distribución de competencias 
entre los actores del proceso. El diálogo armónico y el uso oportuno de los mecanismos de 
acompañamiento técnico no dependen exclusivamente de la voluntad de la entidad 
territorial, sino primariamente de la disposición y la capacidad de respuesta de la autoridad 
ambiental competente. Trasladar al municipio la responsabilidad de "garantizar" un 
resultado que está en gran medida fuera de su control constituye una carga injusta e impone 
una responsabilidad que no corresponde al sujeto obligado. 

La Ley 99 de 1993 asigna a las Corporaciones Autónomas Regionales, en su artículo 31, la 
función de brindar acompañamiento y asistencia técnica a las entidades territoriales en los 
procesos de ordenamiento territorial. 12   Esta obligación legal preexistente debe ser el 
fundamento de la reglamentación, y no puede ser invertida hacia el municipio. Por ello, se 
recomienda que el contenido sustancial del literal c) sea reasignado como obligación de la 
autoridad ambiental competente, quien es la entidad llamada constitucionalmente a 
garantizar la disponibilidad y continuidad de los espacios de asistencia técnica. 

                                                      

12 Ley 99 de 1993, artículo 31. Las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) son la máxima autoridad 
ambiental en el área de su jurisdicción y tienen, entre sus funciones legales, la de participar activamente en los 
procesos de ordenamiento territorial y brindar el acompañamiento técnico requerido por las entidades 
territoriales. 
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3.4.2. Ausencia de mecanismo de resolución de disensos 

El artículo 2.2.2.1.2.6.9 no establece un mecanismo institucional para dirimir los desacuerdos 
técnicos que puedan surgir entre la entidad territorial y la autoridad ambiental en el marco 
del proceso de concertación ambiental. Esta omisión puede generar bloqueos indefinidos en 
la adopción o actualización de los EOT, con consecuencias graves para la planificación 
territorial y el ejercicio de la autonomía municipal. 

La Ley 388 de 1997 reconoce la concertación ambiental como una etapa obligatoria del 
proceso de adopción de los instrumentos de ordenamiento territorial. Sin embargo, no 
establece de manera expresa el procedimiento a seguir cuando el proceso de concertación 
se agota sin que las partes hayan alcanzado un acuerdo. Esta laguna normativa ha generado 
dificultades prácticas en numerosos municipios y se ha constituido en uno de los principales 
cuellos de botella para la actualización oportuna de los EOT. 

Se solicita la inclusión de un parágrafo que establezca con precisión: (i) la entidad o autoridad 
encargada de dirimir los puntos de desacuerdo técnico entre la entidad territorial y la 
autoridad ambiental; (ii) el procedimiento aplicable para la resolución de los disensos; y (iii) 
el término perentorio dentro del cual deberá adoptarse la decisión, a fin de garantizar la 
oportunidad del proceso de adopción del EOT y evitar que los plazos se extiendan 
indefinidamente por razones ajenas a la voluntad del municipio. 

3.4.3. Fragmentación del régimen de concertación ambiental 

Desde una perspectiva sistémica, la regulación autónoma del proceso de concertación 
ambiental para los EOT —sin armonizarla con el régimen general aplicable a los POT y PBOT— 
puede generar una fragmentación innecesaria del sistema normativo del ordenamiento 
territorial colombiano. 

La concertación ambiental es una obligación legal que la Ley 388 de 1997 establece de 
manera uniforme para los tres tipos de instrumentos de planificación territorial. No existe 
una justificación técnica ni jurídica que sustente la aplicación de reglas sustancialmente 
distintas según el tipo de instrumento, en particular cuando esas diferencias pueden derivar 
en: (i) tratamientos desiguales entre municipios, sin sustento en la diferente complejidad 
ambiental de sus territorios; (ii) mayor discrecionalidad de las autoridades ambientales en 
los procesos de concertación de los POT y PBOT, al carecer estos de reglas equivalentes a las 
que el proyecto establece para los EOT; e (iii) inseguridad jurídica derivada de la coexistencia 
de regímenes diferenciados para procesos que son, en su esencia, idénticos. 

Desde una perspectiva técnica, se recomienda que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio evalúe la conveniencia de unificar y armonizar las reglas de concertación ambiental 
aplicables a todos los instrumentos de ordenamiento territorial, garantizando coherencia 
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sistémica y certeza jurídica para la totalidad de las entidades territoriales del país, 
independientemente del tipo de instrumento que formulen.13 

3.5. Artículo 2.2.2.1.2.6.10 — Revisión y ajuste de los EOT 

El artículo 2.2.2.1.2.6.10 reproduce, con variaciones menores de redacción, disposiciones 
que ya se encuentran definidas en la normativa vigente sobre revisión y ajuste de los 
instrumentos de ordenamiento territorial, particularmente en la Ley 388 de 1997 y en sus 
desarrollos reglamentarios. Si bien su inclusión puede tener un propósito aclaratorio —dado 
que existe desconocimiento de las reglas de revisión en muchos municipios—, su 
incorporación exclusiva para los EOT contribuye a la fragmentación del régimen jurídico del 
ordenamiento territorial. 

Al crear un cuerpo normativo específico para los EOT que reitera, con ligeras modificaciones, 
las reglas generales aplicables a todos los instrumentos, el proyecto introduce una capa 
adicional de complejidad interpretativa que puede suscitar dudas sobre la relación entre las 
disposiciones específicas aquí contenidas y las normas generales preexistentes, generando 
incertidumbre sobre cuáles prevalecen y en qué supuestos. 

Desde la perspectiva de la técnica normativa y de la sentencia C-015 de 202314, sería más 
eficiente y coherente remitir de manera expresa a las normas generales aplicables a la 
revisión y ajuste de los instrumentos de ordenamiento territorial, evitando duplicidades y 
tratamientos diferenciados que no cuentan con una justificación técnica o jurídica clara. Esta 
remisión podría acompañarse de precisiones específicas únicamente en los aspectos en que 
las particularidades del EOT justifiquen un tratamiento diferenciado, preservando así la 
unidad del sistema y la claridad de las reglas aplicables a todos los municipios. 

4. CONCLUSIONES 

1) El articulado propuesto debe ajustarse para que los contenidos mínimos exigidos a 
los EOT sean estrictamente proporcionales al umbral legal establecido en el artículo 
17 de la Ley 388 de 1997, respetando la diferenciación que el legislador introdujo en 
función de la escala territorial, la población y la capacidad institucional del municipio.  
La inclusión de exigencias técnicas propias de los POT y PBOT —zonificación de 
actividades, régimen de usos, parámetros urbanísticos detallados— como contenidos 

                                                      

13Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-138 de 2020, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. La Corte reiteró que la 
distribución de competencias en materia de ordenamiento territorial debe respetar los principios constitucionales de 
autonomía territorial y los criterios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, y que el ejercicio de la potestad 
reglamentaria está limitado por el principio de reserva legal. 
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obligatorios del EOT contraría los principios constitucionales de subsidiariedad y 
autonomía territorial, y supera el ámbito de lo que la ley autoriza al reglamento exigir. 

2) La regulación de la concertación ambiental y del seguimiento y evaluación debe 
armonizarse con el régimen general aplicable a todos los instrumentos de 
ordenamiento territorial, e incorporar mecanismos expresos de asistencia técnica, 
cofinanciación y resolución de disensos que garanticen la eficiencia y oportunidad del 
proceso.  La ausencia de estos mecanismos puede convertir las obligaciones 
reglamentarias en cargas de cumplimiento imposible para los municipios más 
pequeños del país, transformando el propósito simplificador del decreto en un efecto 
contrario al declarado. 

3) La expedición del presente reglamento debe coordinarse con el trámite legislativo en 
curso sobre distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales, 
a fin de preservar la coherencia del sistema normativo y evitar que el ejercicio de la 
potestad reglamentaria anticipe, condicione o contradiga las definiciones legislativas 
en proceso de aprobación. Avanzar por la vía reglamentaria en materias que el 
Congreso debate simultáneamente puede generar contradicciones normativas e 
incertidumbre jurídica que, en última instancia, perjudican a los propios municipios 
cuya planificación territorial el decreto pretende fortalecer. 

Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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